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SIN LICENCIA

LA PENA DE MUERTE EN EL PERÚ

Bailando sobre una cuerda 

Aliado de los monstruos

La sacralidad de 
la persona  

J imena, una niña de 11 
años, fue secuestrada, 
violada y asesinada. El 
llamado “monstruo de 
La Huayrona”, César Al-

va Mendoza, cometió estos actos de 
horror. 

¿Cómo llamamos a todos los que 
dejaron que esto sucediera? Tienen 
que ver con esto funcionarios del go-
bierno, del Congreso, de la fi scalía y 
del Poder Judicial.

Detrás del “monstruo de La Hua-
yrona” están la inutilidad y la quiebra 
del Estado Peruano.

La niña acudió a sus talleres de la 
comisaría de Canto Rey. Estaba inscrita en na-
tación y bisutería. Según una amiga suya, no 
acudió a ninguno de ellos, sino al de vóley, en el 
que no estaba inscrita.

Habrá que verifi car. Sin embargo, esto expli-
caría por qué la encargada dijo que no llegó ese 
día a su curso, aunque sí ingresó a la comisaría.

¿Puede un niño entrar y salir de una comisa-
ría sin que nadie le diga nada? ¿Puede un niño 
ir de un taller o a otro, sin registros? ¿No hay 
cámaras dentro de la comisaría?

Los policías, además, no iniciaron la búsque-
da inmediata cuando la madre de la menor lle-
gó a recogerla, y no la encontró. La pelotearon.

La niña fue detectada por César Alva Men-
doza. Él la atropelló con su bicicleta, la subió 
con engaños y la llevó a un fumadero de la zona.

En abril del 2014, este sujeto había sido de-
tenido con 248 ketes de PBC en la comisaría de 

E l crimen aberrante cometido 
contra la pequeña Jimena ha 
desgarrado al país. ¿Qué ha-
cer ahora?, parecen pregun-
tarse todos. La pena de muer-

te se asoma como una solución. Pero, ¿es ella 
el mejor camino para obtener justicia?

Puestas las cosas en perspectiva no es di-
fícil notar el carácter problemático de la pe-
na capital. No es disuasiva, puede incurrir 
en error, etc. Sin embargo, resulta claro que 
algo más que argumentos sobre su falta de 
utilidad está en juego. 

Considero que a la base del problema no 
está tanto cómo administrar justicia, sino 
cómo “administrar” nuestras emociones 
morales. Pues si el asunto es prevenir rein-
cidencia, penas más efectivas podrían im-
ponerse para garantizar que el perpetrador 
nunca más reincida. 

Luego, el tema de fondo parece ser la ne-
cesidad de retribución: acabar con la vida del 
miserable que acabó con la de esta pequeña. 
Pero si procedemos así, ¿qué forma tomaría 
la administración de justicia? Quizá algo de 
historia nos ayude a adquirir perspectiva en 
medio de la justa indignación y el dolor que 
nos agobian.

En el caso de la pena muerte, la tortura y, 
en general, el del trato de criminales, lo que 
vemos es un movimiento hacia la “humani-
zación” de la administración de justicia. O, si 
se quiere, hacia la “sacralización” de la per-
sona. Efectivamente, hemos pasado en los 
últimos tres siglos de un sistema punitivo que 
trataba al criminal como inhumano a uno 
donde la dignidad de toda persona, inclui-
dos los criminales, se considera inalienable. 

Esto fue posible gracias a la expansión de 
la “sacralidad” de la vida humana. Una ex-
pansión que permitió que la “humanidad” de 

otros no depen-
da de cuánto se 
parezcan a no-
sotros, sino de la 
idea de una dig-
nidad humana 
universalmente 
compartida. 

Por ello, la em-
patía es impor-
tante para la jus-

ticia, pero insufi ciente. Pues ella nos ayuda a te-
ner en cuenta el sentir de los otros, pero quiénes 
sean esos otros es asunto distinto. De ahí que, 
históricamente, y aún hoy, muchas personas 
puedan ser extremamente consideradas con 
los suyos y, sin embargo, deshumanizar a los 
otros al punto de vejarlos al extremo. 

En este contexto, la sacralidad de la per-
sona se convierte en un ideal fundamental. 
Pero esto crea la paradoja de tener que defen-
der la vida incluso de los seres más despre-
ciables. Pues si introducimos excepciones, 
¿por qué no podríamos extender la misma 
pena a otros seres que también considera-
mos inhumanos? Esta fue la justifi cación en 
el pasado para el linchamiento de esclavos, la 
ejecución de personas con discapacidades, 
homosexuales, etc.

No niego que esta perspectiva sea difícil 
de defender, incluso impopular y dolorosa. 
Pero el riesgo que supone dejarnos llevar por 
la indignación que sentimos es aún mayor 
para todos nosotros como sociedad. 

Supone el riesgo de hacer de la justicia ven-
detta y del valor de la vida humana una varia-
ble sujeta a la arbitrariedad de nuestra indig-
nación. Trabajemos, en cambio, en humani-
zar nuestra sociedad buscando la prevención 
de estos crímenes. Solo así honraremos la me-
moria de Jimena y la de cada víctima que no 
supimos proteger como sociedad. 

V olvió a caer. La apro-
bación a la gestión 
del presidente Pedro 
Pablo Kuczynski vol-
vió a caer por debajo 

de 20% este mes. Como se recordará, 
su aprobación se desplomó de 27% a 
18% a principios de diciembre, cuan-
do se conoció que una empresa del 
presidente había prestado servicios 
al grupo Odebrecht cuando este era 
ministro de Alejandro Toledo. Luego 
de sobrevivir al intento de vacancia 
presidencial, su aprobación subió a 
25% a fi nes de diciembre y registró 
23% en enero, en vísperas de la visi-
ta del Papa, para luego bajar a 19% este mes. La 
caída es seria porque se produce en un contexto 
en que varios partidos políticos están plantean-
do nuevamente que Kuczynski renuncie o sea 
vacado por el Congreso.

Un presidente impopular solo se sostiene 
en el poder por la voluntad de la mayoría par-
lamentaria. Cuando Toledo fue presidente, su 
aprobación cayó por debajo de 20% al año de 
haber iniciado su mandato y se mantuvo así 
casi todo su gobierno, incluso cayó por debajo 
del 10% en más de una ocasión. Sin embargo, 
los congresistas de entonces no plantearon la 
vacancia presidencial y prefi rieron sostener el 
régimen hasta concluido el período por el que 
había sido elegido. García y Humala también 
cayeron en algún momento por debajo de 20% 
de aprobación, pero esto ocurrió cuando ya fal-
taba poco para concluir su período de gobierno.

Cuando un presidente es impopular y hay 
indicios de corrupción, la opinión pública suele 
respaldar las propuestas de renuncia o vacan-
cia. Actualmente, el 54% de la ciudadanía está 
de acuerdo con que PPK debe renunciar o ser 
vacado. Pero las consecuencias no son siem-
pre las mismas. En noviembre del 2000, luego 
de conocerse los ‘vladivideos’, un 52% de la po-
blación pedía la salida de Alberto Fujimori del 
poder y su gobierno cayó semanas después. En 
enero del 2005, el 58% estaba a favor de la va-
cancia o renuncia de Toledo, pero este concluyó 
su mandato. Cuando el entonces candidato Hu-
mala propuso la vacancia de García en abril del 
2010, solo un 24% de la ciudadanía lo apoyó. 

Una característica de la crisis política actual 
es que no solo el presidente de la República ha 
perdido apoyo popular. El presidente del Par-
lamento, Luis Galarreta, también registra 19% 
de aprobación y el Congreso de la República en 
conjunto 21%. A su vez, todos los políticos con 
mayor intención de voto futura también están 
mayoritariamente desaprobados y han sufrido 
este mes una merma en su popularidad. Kenji 
Fujimori cae de 38% a 32%, Keiko Fujimori pa-
sa de 30% a 29%, Julio Guzmán de 28% a 24% 
y Verónika Mendoza de 25% a 20%. Sorpren-
dentemente, la única autoridad política que ha 

Mariscal Cáceres (San Juan de Luri-
gancho). En esa misma dependencia, 
tenía una denuncia por haber violado 
a una menor.

No pasó nada. Empoderado por 
la impunidad, volvió a delinquir. En 
setiembre del 2016, fue denunciado 
por violar a una mujer de 28.

El caso llegó al fi scal al mes siguien-
te, pero este encarpetó su expediente. 
Solo se acordó de él cuando se cono-
ció el caso de la niña Jimena. 

En octubre del 2017, Alva Mendoza 
fue denunciado por violencia familiar 
y presunto robo. En diciembre de ese 
año, fue detenido por tráfico de dro-

gas, de nuevo. Y, nuevamente, puesto en libertad.
Jimena debería estar viva. Lo estaría si po-

licías y fi scales hubieran sido diligentes. No lo 
fueron.

El problema no acaba con algunos policías 
y algunos fi scales. Muchas autoridades no res-
ponden ante sus actos u omisiones.

El Congreso no se salva. La reforma penal 
está en manos del Congreso, que no ha hecho 
nada.

La inédita mayoría congresal del 2016 se usó 
para hacer política, pero no ha hecho ninguna 
de las reformas esenciales del Estado.

El “monstruo de La Huayrona” merece la 
pena máxima, la cadena perpetua. No será fá-
cil. Hay cadena perpetua cuando la víctima de 
violación es menor de 10 años. Jimena tenía 11.

La pena por este delito es no mayor de 35 
años (art. 173, CP). Si “los actos” (la violación) 

subido ligeramente su aprobación 
es Mercedes Aráoz, que pasa de 
25% a 28% y le saca nueve puntos 
de distancia al presidente. 

Según ha declarado Héctor Be-
cerril, vocero alterno de Fuerza Po-
pular, su partido va a fi rmar la mo-
ción de vacancia presidencial junto 
con los partidos de izquierda. La 
votación sería en marzo, luego de 
las declaraciones de Jorge Barata y 
el fallo de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. No es segu-
ro cuál será el pronunciamiento de 
la corte. El secretario general de la 
OEA, Luis Almagro, ha declarado 

que Kuczynski le contó el 2 de noviembre de su 
iniciativa de otorgar el indulto “mucho antes de 
que entrara algún pedido de vacancia”. Con ello, 
Almagro desbarata la tesis de que el indulto de 
Navidad fue un canje para salvarse de la vacan-
cia. Si la corte sigue ese razonamiento, podría 
ratifi car la decisión de PPK. Sin embargo, dada 
su composición ideológica, es más probable que 
se pronuncie en contra del indulto. ¿Cuál sería 
la posición de Keiko Fujimori en ese escena-
rio? ¿Apoyar a PPK en 
defensa del indul-
to o proseguir con 
la vacancia con el 
riesgo de que su 
padre vuelva a 
prisión? Cual-
quier decisión 
que tome tendrá 
consecuencias sobre 

“La única autoridad política 
que ha subido ligeramente 
su aprobación es Mercedes 

Aráoz, que pasa de 25% a 
28% y le saca nueve puntos de 

distancia al presidente”.

“El riesgo 
que supone 

dejarnos 
llevar por la 

indignación que 
sentimos es aún 

mayor para la 
sociedad”.
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causan la muerte de la víctima o le producen 
lesiones graves o si se actuó con crueldad, se 
puede aplicar la cadena perpetua. 

En el caso de Jimena, el asesinato fue pos-
terior a la violación. No fue a mano armada, 
por lo que se aplicaría la pena de “no menor 
de 15 años” (art. 108, CP). 

En cuanto al secuestro, la cadena perpe-
tua solo corresponde “cuando el agraviado 
resulte con graves daños… o muere durante 
el secuestro, o a consecuencia de dicho acto” 
(art. 152, CP).

Según la confesión del asesino y el infor-
me médico-legista, ella murió estrangulada 
y por traumatismo encefalocraneano. O sea, 
no murió a consecuencia del secuestro. Ten-
drá que interpretarse lo que signifi ca morir 
“durante el secuestro”.

¿Y por qué todos estos malabarismos? 
Sencillamente porque el Código Penal no 
está bien hecho. Es un zurcido de lo que de-
mandó la población en cada gobierno du-
rante cada caso. Es una excrecencia de la 
política.

El código debe obedecer a un plantea-
miento sistemático para garantizar la pro-
porcionalidad de las penas. Esa reforma co-
rresponde al Congreso, que no ha movido un 
dedo para una reforma del derecho penal.

No necesitamos una u otra ley. Necesi-
tamos que el Estado funcione. Que haya 
responsabilidad, plena y efectiva, de sus 
funcionarios.

No más un Estado aliado de los mons-
truos. 
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su futuro político y el respaldo del pueblo fu-
jimorista. 

Mientras los políticos esperan el fallo de la 
Corte IDH y las declaraciones de Barata para 
jugar sus cartas y PPK baila sobre una cuer-
da, cual veterano equilibrista, la ciudadanía 
reclama soluciones a los problemas que la 
aquejan. Algunas de estas soluciones están 
cargadas de emoción, como el pedido de pe-
na de muerte para los violadores asesinos. 
Otras más bien expresan sentido común, 
como las orientadas a reactivar la economía. 
Por ejemplo, el 56% de la población informa-
da cree que debe permitirse que las empresas 
de construcción involucradas en denuncias 
por corrupción sigan trabajando con el Esta-
do para no perjudicar a sus trabajadores. La 
oposición se equivoca al poner obstáculos 
para que esto ocurra. Por más desprestigiado 
que esté el presidente, los congresistas de-
ben saber que un 75% de la opinión pública 
espera que tengan una actitud conciliadora 
y dialogante. Solo el 19% apoya una actitud 
de confrontación hacia el Ejecutivo. 
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